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RESUMEN 
 
Con el presente trabajo pretendemos demostrar como verdaderamente debe 
interpretarse y aplicarse el poder disciplinario preferente, con la finalidad de que 
los operadores disciplinarios tengan claridad del por que la Procuraduría General 
de la Nación lo asume y se lleve a razonamientos serios para que la colectividad 
conozca los motivos que llevaron al Ministerio Publico a tomar esa decisión. Esto 
conduce a hacerle un aporte a los abogados litigantes, operadores disciplinarios, 
estudiantes de derecho, etc., que comprenden que el poder disciplinario preferente 
es un poder reglado y no arbitrario, y que el mismo debe aplicarse cuando hay 
violación del debido proceso (a solicitud de parte), o por la importancia del tema y 
la calidad de la persona. 
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ABSTRACT 
 
This article tries to show how truly be interpreted and applied disciplinary powers, 
in order for operators to take disciplinary clarity that the Attorney General's Office 
takes it and takes serious arguments for the community know the reasons that led 
to the Public Ministry to make that decision. This leads to make a contribution to 
the trial lawyers, disciplinary operators, law students, etc., Who understand that 
disciplinary powers is a power regulated and non-arbitrary, and that the same 
applies when there is a violation of due process (a request of a party), or the 
importance of the subject and the quality of the individual. 
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INTRODUCCIÓN 
 
El Poder Disciplinario Preferente, encuentra respaldo en los artículos 3, 69 y 89 de  
Código Disciplinario Único4. 
 
Lo expresado por la Corte Constitucional y por los autores que se pronuncian 
sobre este tema, nos ayudará a resolver si se restringe el ejercicio del poder 
preferente de la Procuraduría General de la Nación, a casos de índole política o si 
realmente se están motivando de acuerdo con las causales establecidas en la ley 
734 de 2002. 
 
El siguiente presupuesto se plantea, ya que el derecho disciplinario se concibe 
como conjunto de normas propias, que regulan las faltas cometidas por los 
servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. 
 
Uno de los rasgos relevantes es que el Poder Disciplinario Preferente le permite al 
Procurador General de la Nación por sí o por medio de sus delegados o agentes, 
avocar (conocer, atraer para sí), en cualquier instante de la actuación, obviamente 
mediante decisión motivada y de manera discrecional o a petición de parte, “el 
conocimiento de aquellos asuntos que se tramiten internamente ante cualquiera 
de las ramas u órganos de poder público5. 
 
Lo que se pretende clarificar es que la Procuraduría General de la Nación, a 
través del ejercicio del poder preferente puede decidir con base en criterios 
objetivos y razonables, qué investigaciones, quejas o procesos disciplinarios 
reclama para sí, con el objeto de conocer y pronunciarse directamente sobre los 
mismos. Y en el caso de que la Procuraduría solicite un proceso, desplaza en la 
                                                 
4 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734 (5 de Febrero, 2002),  por la cual se expide el Código 
Disciplinario Único.  Diario Oficial. Bogotá, D. C., 2002. no  44.708.    
 
5 Del Poder Disciplinario Preferente. Mejía Ossman, Jaime. Régimen Disciplinario. Bogotá: Doctrina y Ley, 2007. P 95. 
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labor disciplinaria a la oficina de control disciplinario interno de la dependencia 
oficial donde estaba radicado el asunto. Así pues, la potestad de la Procuraduría 
para ejercer el poder disciplinario sobre cualquier empleado estatal, cualquiera 
que sea su vinculación, tiene el carácter de prevalente o preferente y en 
consecuencia, dicho organismo está autorizado para desplazar al funcionario 
público que esté adelantando la investigación, quien deberá suspenderla en el 
estado en que se encuentre y entregar el expediente a la Procuraduría, y como 
resulta obvio, si la Procuraduría decide no intervenir en el proceso disciplinario 
interno que adelanta la entidad a la que presta sus servicios el investigado, será 
ésta última la que tramite y decida el proceso correspondiente. 
 
Para tal efecto, se analizarán los instrumentos legales, jurisprudenciales y 
doctrinales que permitan establecer si en la actualidad se cumple con las 
disposiciones señaladas por el legislador, en la el ejercicio del poder preferente 
otorgado a la Procuraduría General de la Nación. 
 
 
1. ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN Y LA JURISPRUDENCIA NACIONAL 
  
1.1 LEGISLACIÓN 
 
Ahora bien, introduciéndonos ya en el tema, sea lo primero aclarar el desarrollo 
histórico del Ministerio Público, el cual surgió en Colombia a mediados del siglo 
XVI como un órgano dependiente directamente de la real audiencia de Santafé, 
con las funciones de velar por los intereses públicos y los derechos de los 
habitantes. Posteriormente, en 1819, Simón Bolívar crea el cargo de procurador 
general de la nación, con la función de velar por la observancia de las leyes en la 
rama judicial. En 1810, el ministerio público aparece como órgano dependiente del 
poder ejecutivo, y desaparece en la constitución granadina de 1853, como órgano 
de la rama ejecutiva creado para velar por el cumplimiento de una debida 
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administración de justicia. Esta idea vuelve a ser desarrollada en el artículo 3º de 
la Ley 200 de 1995 y en el numeral 17 del artículo 7º del Decreto 262 de 2000.  
 
Actualmente se puede definir al Ministerio Público como el órgano autónomo de 
control cuya misión es la de adelantar investigaciones disciplinarias relacionadas 
con la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas, ejercer la 
vigilancia superior, el control de gestión, intervenir en algunos procesos de justicia 
ordinaria y emitir conceptos ante los altos tribunales, de manera tal que vele por la 
correcta aplicación de la constitución y la ley, y por los intereses generales de la 
sociedad. De manera más precisa, el artículo 118 de la constitución de 1991 
expresa que al ministerio público corresponde la guarda y promoción de los 
derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta 
oficial de quienes desempeñan funciones públicas. El artículo 118 dice en su 
constitución textualmente: 
 
 "El ministerio publico será ejercido por el procurador 
general de la nación, por el defensor del pueblo, por los 
procuradores delegados y los agentes del ministro público, 
ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros 
municipales y por los demás funcionarios que determine la 
ley. Al ministerio publico corresponde la guarda y promoción 
de los derechos humanos, la protección del interés público y 
la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan 
funciones públicas”.6 
 
La misma norma constitucional citada indica que el Ministerio Público será ejercido 
por el Procurador General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los 
Procuradores Delegados y los Agentes del Ministerio Público ante las autoridades 
                                                 
6
 Constitución Política de Colombia Artículo 118. Editorial Leyer. Vigesimooctava Edición. Bogotá, D.C., 
marzo de 2010.   
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jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que 
determine la ley. De acuerdo con lo anterior y con la forma como ha estado 
organizado tradicionalmente el ministerio publico en Colombia, podemos distinguir 
claramente dos niveles en el ejercicio de esta función: de una parte, la 
Procuraduría General de la Nación, que tiene a su cargo el ejercicio de la función 
en los órdenes nacional, regional, distrital y provincial y, por otra, los personeros 
municipales que ejercen el Ministerio Público en el orden municipal de manera 
descentralizada en cuanto dependen orgánicamente del mismo municipio, aunque 
también lo ejercen en forma concurrente con los agentes regionales y provinciales 
de la Procuraduría General de la Nación.  
 
El supremo director de este organismo, así como en general del Ministerio Público, 
es el Procurador General de la Nación, quien es elegido por el senado, para un 
periodo de cuatro años, de terna integrada por candidatos del presidente de la 
república, la corte suprema de justicia y el consejo de estado7. Además establece 
que la ley determinará lo relativo a la estructura y funcionamiento de la 
procuraduría general de la nación8. Las funciones esenciales del procurador 
general de la nación están establecidas en el artículo 277, son las siguientes: 1. 
Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los 
actos administrativos. 2. Proteger los derechos humanos y asegurar su 
efectividad, con el auxilio del Defensor del Pueblo. 3. Defender los intereses de la 
sociedad. 4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente. 5. Velar 
por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas. 6. Ejercer 
vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 
públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder 
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 Constitución Política de Colombia Artículo 275 y 276. Editorial Leyer. Vigesimooctava Edición. Bogotá, 
D.C., marzo de 2010.   
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disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las 
respectivas sanciones conforme a la ley. 7. Intervenir en los procesos y ante las  
 
 
autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del 
orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías 
fundamentales. 8. Rendir anualmente informe de su gestión al Congreso. 9. Exigir 
a los funcionarios públicos y a los particulares la información que considere 
necesaria. 10. Las demás que determine la ley. Para el cumplimiento de sus 
funciones la Procuraduría tendrá atribuciones de policía judicial, y podrá interponer 
las acciones que considere necesarias. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
Además el artículo 278 establece que el Procurador General de la Nación ejercerá 
directamente las siguientes funciones: 1. Desvincular del cargo, previa audiencia y 
mediante decisión motivada, al funcionario público que incurra en alguna de las 
siguientes faltas: infringir de manera manifiesta la Constitución o la ley; derivar 
evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus 
funciones; obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la 
Procuraduría o una autoridad administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta 
negligencia en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los 
empleados de su dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que 
tenga conocimiento en razón del ejercicio de su cargo. 2. Emitir conceptos en los 
procesos disciplinarios que se adelanten contra funcionarios sometidos a fuero 
especial. 3. Presentar proyectos de ley sobre materias relativas a su competencia. 
4. Exhortar al Congreso para que expida las leyes que aseguren la promoción, el 
ejercicio y la protección de los derechos humanos, y exigir su cumplimiento a las 
autoridades competentes. 5. Rendir concepto en los procesos de control de 
constitucionalidad. 6. Nombrar y remover, de conformidad con la ley, los 
funcionarios y empleados de su dependencia.  
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Por último, el artículo 3 de la ley 734 de 20029, por la cual se adopta el Código 
Disciplinario Único, establece que en desarrollo del poder disciplinario preferente, 
el Procurador General de la Nación, por si o por medio de sus delegados o 
agentes, puede avocar mediante decisión motivada, de oficio o a petición de parte, 
el conocimiento de aquellos asuntos disciplinarios que se tramiten internamente 
ante cualquiera de las ramas u órganos del poder público. Esta figura se desarrolla 
así mismo en los artículos 69, 77 y 89 de la citada ley. 
 
Es evidente entonces que el procedimiento elegido por el Procurador General de 
la Nación para ejercer el poder preferente, no es la expresión de un capricho suyo, 
sino la realización de un mandato constitucional que le autoriza a obrar de ese 
modo. 
 
Con respecto a lo anterior el Doctor Jaime Mejía Ossman en su libro Régimen 
Disciplinario, hace énfasis en la exigencia que hace el inciso 2º, del artículo 3º de 
la Ley 734 de 2002, relacionada con la “Decisión motivada”, precisando que ella 
debe ser consecuencia de un profundo análisis lógico, de valoración probatoria y 
de evaluación jurídica del asunto, queja, informe, indagación Preliminar o 
investigación que se decide avocar por parte de la Procuraduría General de la 
Nación. Este requisito procura garantizarle los derechos al implicado, investigado 
o disciplinado, de la misma manera que la producción, análisis y valoración de los 
medios de prueba, sin desconocer que también respalda de manera eficiente el 
debido proceso y facilita el ejercicio del control de legalidad de la decisión.10 
 
Es así como el mencionado tratadista en otra de sus obras define el poder 
disciplinario preferente, como una potestad prevalente, en virtud de la cual la 
Procuraduría General de la Nación puede desplazar dentro de un proceso 
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 Ley 734 de 2002, Artículo 3º. Poder Disciplinario Preferente. La Procuraduría General de la Nación es 
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disciplinario, al funcionario que al interior de una determinada entidad o 
dependencia estatal lo esté adelantando. Esta facultad comprende no solo la 
posibilidad de asumir o adelantar las investigaciones correspondientes, sino la de 
cumplir con el mandato constitucional y funcional de la potestad sancionadora que 
se le atribuye al jefe máximo del Ministerio Público.11 
Ahora bien, para asumir el Poder Preferente, se debe reunir alguno de los 
requisitos previstos en el artículo 6º de la Resolución 346 de 2002, expedida por el 
Procurador General de la Nación, con la cual se especifica aún más las 
condiciones que deben reunir las investigaciones para poder hacer uso del 
mencionado poder.  
 
(…) SEXTO. Criterios para el ejercicio del poder preferente:  
 
 
a. En principio habrá ejercicio del poder preferente siempre 
que nos encontremos ante hechos de trascendencia por 
atentar contra los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, la contratación estatal, normas 
presupuestales, fiscales, contables, carcelarias, el patrimonio 
público y la moralidad pública. Sólo cuando sea 
razonablemente seguro que el órgano de control interno 
manejará el proceso con idoneidad, eficacia, transparencia e 
imparcialidad podrá en estos casos dejarse de ejercer el 
poder preferente; de todos modos, si así ocurre, se dispondrá 
de la figura de que da cuenta el inciso 3° del artículo 1 de esta 
resolución. 
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y Ley, 2007. P 95. 
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b. Cuando existan serias dudas sobre el cumplimiento de la 
garantía del derecho de defensa y razonablemente aparezca 
que para su reconocimiento material no bastan los 
instrumentos legales diseñados para ello o cuando se 
desconozca flagrantemente el debido proceso de tal manera 
que se socaven sustancialmente las bases fundamentales de 
la Investigación y el juzgamiento. Si no se presentaren 
objetivamente las exigencias anteriores pero se duda sobre 
ellas podrá disponerse la utilización de la figura de que da 
cuenta el inciso 3° del artículo 1 de esta resolución.  
 
c. Cuando, por cualquier falta, se cuestione seriamente la 
idoneidad, eficacia, efectividad, transparencia e imparcialidad 
del órgano de control interno.  
 
d. Siempre que se tenga conocimiento de que pueda estarse 
admitiendo eventos de colusión y corrupción en general al 
interior del órgano de control interno. 12 
 
 
1.2. JURISPRUDENCIA 
Veamos lo que ha dicho la Corte respecto al Poder Preferente de la Procuraduría, 
así: 
 
                                                 
12
 Procuraduría General de la Nación. Resolución 346 del 3 de octubre de 2002. Por medio de la cual se 
remiten las competencias y trámites para el ejercicio del Poder Preferente de la Procuraduría General de la 
Nación y de su intervención como sujeto procesal en los procesos disciplinarios. 
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 (…) 
“De la interpretación armónica de los artículos 209 y 277-6 de la 
Carta Política, en consonancia con lo expresado por la 
jurisprudencia constitucional, ha de inferirse como principio 
normativo aplicable a las reglas de competencia y conocimiento 
de la investigación disciplinaria que el ejercicio del poder 
disciplinario ejercido por la Procuraduría General de la Nación 
frente al proceso disciplinario es de carácter excepcional y, por 
ello se deduce: (i) que tal potestad no se ejerce de manera 
arbitraria, pues ha de ser motivada; y, (ii) el poder preferente no 
surge de la jerarquía del ente de control. Así, el control interno 
que debe ser ejercido por dependencias de la misma entidad y 
bajo el control y responsabilidad de su titular se convierte en la 
regla general en materia disciplinaria como lo previó el 
Constituyente en las normas especiales que se han dejado 
transcritas. 
La doctrina ha fijado varios criterios orientadores que justifican el 
ejercicio del poder preferente disciplinario por parte del 
Procurador directamente o por medio de sus delegados o 
agentes así: (i) la trascendencia de los hechos, por ser 
atentatorios del Derecho Internacional Humanitario (DIH), las 
infracciones burdas en materia de contratación estatal, la 
violación de normas de carácter presupuestal contable y fiscal, la 
violación de normas del régimen carcelario o de aquellas que 
protegen la moralidad pública; (ii) cuando existan dudas sobre la 
garantía debida al derecho de defensa o cuando manifiestamente 
se desconozca el debido proceso en desmedro de la adecuada 
investigación y juzgamiento, y los instrumentos legales no 
resulten suficientes para contrarrestar la mala conducción del 
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proceso; (iii) cuando se cuestionen con suficiente fundamento la 
idoneidad, eficacia, efectividad, transparencia e imparcialidad del 
órgano interno de control; y, (iv) cuando se está en conocimiento 
que el órgano de control interno ha sido permeado por eventos de 
colusión o corrupción que indiquen que la actuación del 
investigador se aleja de la aplicación correcta de la normatividad 
disciplinaria ya sea por el ejercicio de un poder dominante o por 
intereses distintos que lleven a favorecer o perjudicar al acusado 
o investigado. Lo anterior, encuentra respaldo en la Resolución 
346 de 2002 proferida por la Procuraduría General de la Nación y 
confirma el principio de que el ejercicio del poder preferente ha de 
ir acompañado de una adecuada motivación”13. 
En ese sentido, la Procuraduría y las personerías pueden asumir las 
investigaciones que se refieran a hechos de trascendencia, bien sea: a) porque 
atentan contra los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; b) 
porque versan sobre contratación estatal; c) por involucrar normas presupuestales, 
fiscales o contables; d) por referirse a normas carcelarias; e) por comprometer el 
patrimonio o la moralidad pública; f) por existir falta de garantías o violación del 
debido proceso y del derecho de defensa de quienes son investigados 
disciplinariamente; g) por existir serios cuestionamientos sobre la oficina de control 
interno correspondiente; y h) por presentarse colusión o corrupción al interior del 
órgano de control interno.  
La decisión que se tome en estos casos para asumir el poder preferente, le 
corresponde al Viceprocurador General de la Nación y debe ser motivada. Contra 
esta decisión no procede ningún recurso. 
 
                                                 
13
 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 026/09 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
 13 
En relación con la necesidad de exponer los motivos que le asisten a la 
Procuraduría General de la Nación para desplazar a la autoridad que esté 
adelantado el proceso disciplinario, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 
C-558/84, manifestó lo siguiente:  
 
(…) 
 
“Los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, no 
están exentos de incurrir también en excesos, al dar aplicación a la 
norma que autoriza el desplazamiento de la autoridad que esté 
adelantando el respectivo proceso disciplinario y, en consecuencia, 
la motivación del acto que así lo disponga se constituye en 
garantía de su correcto uso. Es que el hecho de tener la 
Procuraduría asignada una potestad constitucional en materia 
disciplinaria, que se ha calificado de preeminente o prevalente 
sobre las demás de su clase, no da lugar a que se actúe de 
manera arbitraria y discrecional. 
 
Motivación para avocar o no el conocimiento de asuntos 
tramitados en las dependencias del control disciplinario. La 
Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía 
Judicial, en el Radicado Nº 142-65524-01, segunda instancia, 
expresó que la facultad que le asiste a la Procuraduría General de 
la Nación para […] avocar una investigación disciplinaria o 
abstenerse de hacerlo…no es producto de razones subjetivas o 
caprichosas, sino que obedece a claros criterios de 
trascendencia y necesidad previamente establecidos por el 
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señor Procurador General de la Nación…>> 14 (subrayado y 
negrilla fuera de texto) 
 
Por otro lado, la Corte Constitucional se ha pronunciado al respecto en las 
Sentencias C-429 de 2001, C-948 de 2002 y C-1079 de 2005, entre otras, así: 
 
Sentencia C-429 de 2001 
 
(…) 
 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACION-Poder disciplinario 
preferente 
 
En desarrollo del poder disciplinario preferente o prevalente que 
ejerce el Procurador General de la Nación, éste cuenta con 
potestad para avocar directamente el conocimiento de los 
procesos disciplinarios que adelanten tanto las autoridades 
competentes de los distintos entes u órganos del Estado, como 
las que tramiten los distintos funcionarios de la Procuraduría, 
siempre y cuando éstas últimas sean de aquellas que la 
Constitución y la ley le permite delegar al citado funcionario.     
 
En cuanto atañe a la competencia del Procurador General de la 
Nación son varios los preceptos constitucionales que se refieren 
a ella. Veamos:      
 
En el artículo 118 de la Constitución se señalan las funciones 
genéricas que corresponde ejecutar al Ministerio Público y a 
                                                 
14
 JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO, Notas de Relatoría Código Disciplinario Único, <www.procuraduria.gov.co>, 
02 de noviembre de 2010. 
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quienes lo integran. 
   
"El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de 
la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores 
delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las 
autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por 
los demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio público 
corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la 
protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial 
de quienes desempeñan funciones públicas."  
 
Disposición que guarda consonancia con el artículo 275 del 
mismo ordenamiento, que instituye al Procurador General de la 
Nación como supremo director del Ministerio Público; lo que 
"implica que los diferentes órganos y funcionarios que lo 
conforman se encuentran articulados y subordinados orgánica, 
funcional y técnicamente a dicha institución y concretamente al 
referido funcionario, quien orienta, dirige y señala las directrices o 
pautas generales que deben ser observadas por los referidos 
órganos a efecto de asegurar la coordinación de las funciones y 
la unidad en las correspondientes acciones y decisiones."15   
 
En el artículo 277 ibídem, se le atribuyen al Procurador General 
de la Nación una serie de funciones, las cuales puede ejercer 
directamente o por medio de sus delegados y agentes: 
 
Dice así el precepto citado: 
 
"El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus 
                                                 
15 Ver entre otras sentencias, C- 255/97, C-245/95, C-399/95 , C-743/98  
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delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: (….)" 
 
Entre tales funciones se encuentran, las de "Ejercer vigilancia 
superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 
públicas, inclusive las de elección popular; ejercer 
preferentemente el poder disciplinario; adelantas las 
investigaciones correspondientes e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la ley", contenida en el numeral 6. 
 
Si el Procurador General de la Nación no puede delegar en 
ninguno de sus subalternos las funciones contenidas en el 
artículo 278 superior, pero sí las señaladas en el artículo 277 del 
mismo ordenamiento y las que el legislador le haya asignado y lo 
autorice para hacerlo, el precepto acusado no vulnera la 
Constitución, pues haciendo una interpretación armónica de los 
incisos primero y segundo, se concluye que las atribuciones que 
pueden ser objeto de delegación son todas aquellas descritas en 
el artículo 277 de la Carta y, por consiguiente, son ellas las que, 
posteriormente, el Procurador puede nuevamente asumir; 
actuación que no puede ser ejercida por dicho funcionario 
en forma arbitraria sino razonada y razonable, en la medida 
en que prevalezca el interés general, la justicia, los 
principios de transparencia, imparcialidad y moralidad y el 
debido respeto y garantía de los derechos de los posibles 
afectados con tal determinación, que no son otros que los 
servidores estatales involucrados en los respectivos procesos 
disciplinarios. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
En desarrollo del poder disciplinario preferente o prevalente que 
ejerce el Procurador General de la Nación, éste cuenta con 
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potestad para avocar directamente el conocimiento de los 
procesos disciplinarios que adelanten tanto las autoridades 
competentes de los distintos entes u órganos del Estado, como 
las que tramiten los distintos funcionarios de la Procuraduría, 
siempre y cuando éstas últimas sean de aquellas que la 
Constitución y la ley le permite delegar al citado funcionario. 
 
Es así, que de conformidad con lo anteriormente enunciado, podemos manifestar 
sin temor a equívocos y con conocimiento de causa, que el ejercicio del poder 
preferente que ostenta la Procuraduría General de la Nación, no está siendo 
debidamente motivado, es decir no se está cumpliendo con las directrices 
emanadas de la misma Procuraduría en cuanto a este tema, ya que es de 
conocimiento de la mayoría de oficinas de control interno disciplinario de las 
diferentes entidades, en este caso Oficinas de Coordinación Jurídica creadas 
dentro de las Fuerzas Militares y Oficina de Control Interno de la Universidad 
Militar Nueva Granada, que cuando la Procuraduría pide un proceso disciplinario, 
simplemente se limita a enviar un oficio en el cual solicita se remita el proceso 
disciplinario en el estado en que se encuentre sin dar mayores explicaciones, 
simplemente enunciando la ley que los faculta y sin una debía motivación, dejando 
así un vacío jurídico en cada una de las oficinas y en los operadores disciplinarios 
del por qué se llevaron la investigación. 
 
 
CONCLUSIONES 
 
Se debe exigir por parte de las oficinas de control interno disciplinario de las 
diferentes entidades estatales, que cuando la Procuraduría General de la Nación 
solicite sea remitida una investigación, esta se haga de manera fundamentada y 
debidamente  motivada con base en los lineamientos propuestos en la Ley 734 de 
2002 y en la Resolución 346 de 2002.  
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El ejercicio del poder preferente por parte de la Procuraduría como bien se ha 
dicho, debe hacerse mediante decisión motivada, actuación que no puede ser 
ejercida por dicha entidad de forma arbitraria sino razonada y razonable, en la 
medida en que prevalezca el interés general, la justicia, los principios de 
transparencia, imparcialidad y moralidad y el debido respeto y garantía de los 
derechos de los posibles afectados con tal determinación. 
 
Por último, esta figura jurídica no debe ser producto de razones subjetivas o 
caprichosas, sino que debe obedecer a claros criterios de trascendencia y 
necesidad previamente establecidos por el señor Procurador General de la 
Nación. 
 
Nuestro aporte respecto al tema va dirigido a que la Procuraduría General de la 
Nación, cuando ejerce el poder preferente, debe hacerlo de una manera seria, 
motivando debidamente los autos mediante los cuales ordenan a las diferentes 
oficinas de control interno remitir el proceso disciplinario o mediante el cual se 
decide asumir la queja, informe, etc., y no debe obedecer a intereses mediáticos o 
políticos como se viene haciendo, dedicándose más a atender la trascendencia 
que se le da al hecho en los medios de comunicación y no a los criterios de 
trascendencia y necesidad. 
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